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BOLETÍN N° 3062-10.

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES ACERCA DEL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL “CONVENIO SOBRE COOPERACIÓN COMERCIAL Y ECONÓMICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE UCRANIA”.

=================================================================

HONORABLE CÁMARA:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional y sin urgencia, el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio sobre Cooperación Comercial y Económica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Ucrania”, suscrito en Santiago, el 13 de mayo de 1999, con el fin de establecer, en el ámbito de las respectivas legislaciones nacionales y de conformidad con sus compromisos internacionales, especialmente en la OMC, un marco jurídico adecuado para crear condiciones favorables a la expansión y facilitación de comercio bilateral de bienes y servicios recíprocos, así como propender al fomento de las inversiones mutuas (artículos 1, 8 y 19).

I.- ANTECEDENTES GENERALES.


1.- Ucrania es una ex república europea de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS), de 603.700 km2 de superficie y una población, aproximada de 52 millones de habitantes, con ingreso per cápita de US$ 4.700, aproximadamente. El 20% de su población trabaja en la agricultura; el 40% en la industria, y el otro 40% en servicios.


Su territorio es ribereño del Mar Negro y limítrofe de Bielorrusia, la Federación de Rusia, Moldavia, Rumania, Hungría, Polonia y Eslovaquia. Fue uno de los países fundadores de la Organización de Naciones Unidas (ONU), en 1945. El 1° de diciembre de 1991, el 90% del pueblo ucraniano se pronunció a favor de la independencia de la URSS, confirmada por el Parlamento ucraniano el 24 de agosto de 1991. Chile reconoció el Gobierno de Ucrania, el 7 de diciembre de 1991, y a partir de esa fecha se establecieron las relaciones diplomáticas bilaterales.


En su Parlamento unicameral, compuesto de 450 miembros, tienen representación los siguientes partidos políticos: Nuestra Ucrania, Comunista Ucraniano, Por Ucrania Unida, Socialista de Ucrania, Socialdemócrata Unificado, Movimiento Popular de Ucrania, Campesino de Ucrania y Verde de Ucrania.


Su economía es, principalmente, agrícola e industrial (siderurgia, metalurgia, textil, química, mecánica y alimentaria). Posee yacimientos de hierro, carbón, petróleo, gas natural, manganeso y grafito. Los índices globales de actividad económica (año 2000) son:


PIB: US$ 30.676 millones;


Inflación: 28,2%;


Desempleo: 5,3%;


Exportaciones: US$ 15.700 millones;


Importaciones: US$ 14.900 millones;


Inversiones: US$ 3.600 millones;


Crecimiento del Producto (%): 5,8;


Deuda externa: 12.100 millones de US$, y

Reservas internacionales: 1.353 millones US$ (excluido el oro).


Sus principales mercados de exportación e importación han sido las ex repúblicas de la URSS, la Federación de Rusia, Alemania, la Unión Europea e Italia.


En la relación bilateral, las cifras del intercambio comercial chileno-ucraniano han sido inestables, ya que en 1994, ellas fueron, en total, de US$ 45.695; alcanzando su mayor monto en 1998 con US$ 37.839.509, para registrar en 2001, US$ 9.900.614 (mayo 2001).


En cuanto a las importaciones destacan los productos laminados, abrigos impermeables y ropa interior. Los importadores han sido Astilleros y Maestranzas de la Armada, Addidas Chile, Triumph International Metalúrgica Morgan y Fuenzalida, Anagra S.A. y otras.


Entre los exportadores chilenos a Ucrania destacan la empresa Córpora (jugos líquidos y en polvo) la que se encuentra bien posicionada en el mercado ucraniano.


La filial consultora de Magister AFP, la Sociedad Anónima Magister International S.A., ha realizado en los últimos años, con el apoyo de Pro-Chile, actividades orientadas a detectar oportunidades de negociaciones en Europa del Este, en conjunto con otras empresas de servicios y asesoría en materia de previsión social.


2) El mensaje de S.E. el Presidente de la República señala que la celebración del Convenio de Cooperación Comercial y Económica sometido a la consideración de la H. Cámara se inscribe en el marco de la política del Gobierno chileno, en orden a ampliar, mantener y dinamizar los lazos de amistad y cooperación con la Comunidad Internacional y, especialmente, con aquellos países con los cuales se puede, mutuamente, ofrecer y obtener aportes valiosos de cooperación en materia comercial y económica.


Agrega que esta clase de acuerdos tiene especial relevancia cuando se suscriben entre países que no son miembros de la OMC, como es el caso de Ucrania, ya que en virtud de éstos, las Partes se otorgan recíprocamente el trato de la nación más favorecida en el comercio de bienes y servicios y trato nacional en el comercio de bienes.

II.- RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DEL CONVENIO.


Este instrumento consta de un preámbulo y 19 artículos.


En el preámbulo los Gobiernos chileno y ucraniano expresan su interés en fortalecer y desarrollar las relaciones económicas y comerciales sobre una base de igualdad y beneficio mutuo; de su voluntad de asegurar y proteger el ejercicio de la propiedad industrial e intelectual, en conformidad a sus respectivas legislaciones internas, y de su intención de facilitar y promover la participación de sus nacionales en exposiciones, ferias internacionales u otros eventos de exhibición comercial, que se realicen en el territorio de la otra Parte.


Una visión general del articulado, permite señalar que sus normas regulan las materias siguientes:



a) Los intercambios bilaterales de bienes y servicios, conforme a los principios, políticas y compromisos aplicables en el marco de la OMC (artículos 2 a 10 y 19).


En ése ámbito, se contempla:


== El tratamiento de la nación más favorecida para el intercambio de bienes y servicios, con el alcance y excepciones con que ordinariamente se ha pactado tanto en la OMC como en los esquemas de integración regional en los que participa Chile (artículos 3 y 4);


== El trato nacional a los bienes de la otra Parte, en los términos contemplados en el artículo III del GATT, 1994, en materia de tributación y de reglamentación interiores, incluidas las excepciones permitidas en los artículos XX y XXI del mismo GATT y XIV del Acuerdo General sobre el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (GATS), para proteger la moral pública, la salud y la vida de las personas y de los animales o para preservar los vegetales, o para salvaguardar la seguridad del Estado (artículos 5 y 6);


== La adopción de medidas de salvaguardia para protegerse de las prácticas desleales al comercio que puedan presentarse en el comercio recíproco, como en el caso de dumping, subvenciones a las exportaciones o de subsidios internos de naturaleza equivalente. Tales medidas podrán consistir en la imposición de derechos antidumping, derechos compensatorios o de sobretasas ad-valorem, según lo prevea la respectiva legislación nacional, previa prueba positiva de perjuicio o amenaza de perjuicio importante a la producción nacional, o de retraso sensible al inicio de la misma (artículo 7);


== El pago de las operaciones de importación y exportación de bienes y servicios  en moneda de libre convertibilidad a tipo de cambio vigente en el mercado a la fecha de la transacción (artículo 9), y


== El establecimiento de programas de difusión y promoción comerciales, facilitando las actividades de misiones oficiales y privadas, la organización de ferias y exposiciones, la realización de seminarios informativos, estudios de mercado y otras acciones tendientes a lograr una mayor profundización cualitativa y cuantitativa del intercambio bilateral (artículo 10).


b) La cooperación bilateral para desarrollar la cooperación económico-comercial (artículo 11).


Los fines de esta cooperación podrán ser el fortalecimiento y diversificación de los vínculos económicos bilaterales; la explotación de nuevas fuentes de abastecimiento y nuevos mercados; el fomento de flujos de inversión y la transferencia de tecnología; y el estímulo y protección de las inversiones, así como crear para las mismas un clima favorable sobre la base de los principios de la no discriminación y de reciprocidad, en particular, en lo que se refiere a la transferencia de utilidades y a la repatriación del capital invertido. En este último aspecto, los Gobiernos se sujetarán a lo dispuesto en el Acuerdo sobre promoción y protección recíproca de inversiones suscrito el 30 de octubre de 1995, actualmente vigente en el país, después de su aprobación parlamentaria y ratificación y promulgación por el Presidente de la República (decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores N° 987, de 1996, publicado en el diario Oficial el 29 de agosto del mismo año) (N° 1 de artículo 11 y artículo 12).


Las modalidades de la cooperación podrán consistir en la cooperación entre las pequeñas y medianas empresas; el intercambio de información; el establecimiento de empresas mixtas; la cooperación entre instituciones financieras; la participación en ferias y exposiciones, seminarios y conferencias; la asistencia técnica y servicios de consultoría, y el intercambio de delegaciones comerciales y visitas de empresarios de ambos países (N° 2 del artículo 11).


c) La administración y evaluación del Convenio queda entregada a una Comisión Administradora, integrada por representantes de las Partes a nivel de Secretaría de Estado o por las personas a quienes éstos designen. Esta Comisión tendrá atribuciones para velar por el cumplimiento del Acuerdo; para contribuir a la solución de las controversias; para establecer mecanismos que aseguren la participación activa de los representantes de los sectores productivos, y cumplir con las demás tareas que se le encomienden (artículo 13).


d) La solución de controversias, mediante negociaciones directas o el arbitraje internacional. El Tribunal Arbitral, regulado en términos análogos en el Convenio sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, estará compuesto de tres árbitros y sus decisiones serán definitivas y vinculantes para ambas Partes (artículo 14);


e) El intercambio de informaciones entre las Partes no autoriza divulgarlas si con ellos se viola las leyes nacionales que protegen la privacidad de las personas, los asuntos financieros y las cuentas bancarias de clientes individuales de las instituciones financieras (artículo 15);


f) El procedimiento de consultas aplicable en materias relativas a la aplicación e interpretación del Convenio (artículo 16), y


g) Las cláusulas relativas a vigencia (por cinco años, prorrogables, a menos que sea denunciado), enmienda y adiciones de este Convenio (artículos 17 y 18).


Cabe señalar que las condiciones de aplicación del Convenio y el alcance de los compromisos que contraen las Partes se remiten a la legislación nacional y a la normativa de la OMC, de la cual Chile es Estado parte.

III.- DECISIONES DE LA COMISIÓN.


A) Aprobación del proyecto de acuerdo.


Al término de su estudio, la Comisión decidió, por unanimidad, recomendar a la H Cámara aprobar el proyecto de acuerdo, en los mismos términos, en que lo formula el mensaje; es decir, en los siguientes:


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio sobre Cooperación Comercial y Económica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Ucrania”, suscrito en Santiago, el 3 de mayo de 1999.”.


B) Designación de Diputado Informante.


Esta nominación recayó, por unanimidad, en el H. Diputado CARLOS ABEL JARPA WEVAR.


C) Menciones reglamentarias.


Para los efectos reglamentarios, se hace constar que este Convenio no contiene normas que requieran quórum especial y tampoco de aquellas que deban ser conocidas por la H. Comisión de Hacienda.

)====(


Discutido y despachado en sesiones de los días 1 y 8 de octubre de 2002, con asistencia del señor Diputado Tarud, don Jorge (Presidente de la Comisión) de las señoras Diputadas Allende, doña Isabel, González, doña Rosa, e Ibáñez, doña Carmen, y de los señores Diputados Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos Ignacio; Leay, don Cristián; Mora, don Waldo; Moreira, don Iván; Pareto, don Cristián y Riveros, don Edgardo.


SALA DE LA COMISIÓN, a 8 de octubre de 2002.


FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,


Abogado Secretario de la Comisión.

